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El nuevo paradigma
normativo en justicia 
para adolescentes

Foto: Inmagine

En el año 2005 se instauró un sistema de justicia penal juvenil garantista denominado “Siste-
ma Integral de Justicia para Adolescentes”, cuyo objetivo es que los adolescentes acusados de 
algún delito tengan acceso a un juicio justo, en el que se respeten siempre sus derechos funda-
mentales y, en caso de resultar responsables, asuman las consecuencias de su acto a través de 
la educación y la reintegración social y familiar. El autor explora algunos rasgos de este nuevo 
paradigma de justicia.
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A
l día de hoy se ha suscitado 
una vorágine de reformas 
legislativas y un acentuado 
cúmulo de trabajos sobre 

la normatividad que rige al país, des-
de la inclusión del sistema acusa-
torio con la reforma penal de 2008 
y la reforma de derechos humanos 
de 2011, hasta la emisión de la nueva 
Ley de Amparo en 2013, entre mu-
chas otras que se han gestado en la 
última década.

El tema de la justicia penal para 
adolescentes no es ajeno a esta 
tendencia, pues desde 2005 cambió 
su estructura de fondo al transitar 
de un sistema tutelar a un nuevo 
modelo, esto es, el Sistema Integral 
de Justicia para Adolescentes, el 
cual también se concibe como un 
“sistema garantista” o como un “sis-
tema de Derecho penal mínimo”. Lo 
anterior quiere decir que si bien los 
adolescentes deben ser conscien-
tes del daño que han ocasionado, 
así como estar obligados a reparar 
dicho daño a la víctima, y responder 
por la comisión de un delito, tam-
bién son objeto de un trato especial 
y diferenciado por ser su situación 
emocional y cognitiva distinta a la de 
los adultos. Al respecto, es suma-
mente ilustrativo el Protocolo de 
actuación para quienes imparten jus-
ticia en casos que involucren niñas, 
niños y adolescentes que integró 
la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. Si bien dicho instrumento 
carece de carácter vinculante, es 
un criterio orientador de gran valor 
pues recopila y ordena muy didác-
ticamente el material relativo a los 
procedimientos de justicia en casos 
de menores de edad, incluyendo una 
explicación notable que justifica la 
calidad especial del adolescente, con 
base en criterios psicológicos.1 

Esta consideración íntegra del 
adolescente es el punto medular que 
justifica la existencia de un sistema 
integral de justicia para ellos distin-

to al de los adultos. Se trata de un 
tema de equidad en la aplicación de 
la ley, ya que es necesario entender 
y ajustar la realidad específica de 
los menores de edad a los procedi-
mientos legales, pues sólo en esa 
medida será posible una correcta 
impartición de justicia, cuando los 
adolescentes se vean involucrados 
en actos ilícitos. 

Por otro lado, el peso de dicha 
herramienta es soportado a la luz 
de dos tesis de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación: 

—protocolo de actuación para quie-
nes imparten justicia en casos que involu-
cren niñas, niños y adolescentes emitido 
por la suprema corte de justicia de la 
nación. no es vinculante y por tanto no 
tiene valor normativo para fundar una 
decisión jurisdiccional, pero constituye 
una herramienta para quienes ejercen 
dicha función.

—prueba pericial en psicología prac-
ticada a menores. en atención al interés 
superior del niño y a fin de garantizarles 
la tutela y el respeto de sus derechos, 
en el desahogo de dicha probanza, las 
autoridades deben atender al protocolo 
de actuación para quienes imparten justi-
cia en casos que afecten a niñas, niños y 
adolescentes.

Ahora bien, en cuanto a la distin-
ción conceptual que se ha utilizado 
en los últimos tiempos acerca del 
término adolescente, de manera 
atinada el protocolo separa a ese 
grupo de menores en razón del dife-
rente nivel de desarrollo emocional 
y cognitivo que tienen respecto de 
las niñas y los niños. En este sentido 
la Oficina de Defensoría de los Dere-
chos de la Infancia ha señalado que 
“el ser humano enfrenta un desafío 
importante: necesita reconstruir su 
identidad y lograr su individuación 
(para lo cual necesita separarse y 
diferenciarse de sus adultos signi-
ficativos) pero no cuenta aún con 
recursos suficientes para lograrlo 
[…] el adolescente pasa por un pro-

ceso de varios años durante el cual 
se encuentra en una paradoja: debe 
mostrar que es único y diferente de 
sus adultos significativos, pero se 
siente frágil y vulnerable porque su 
identidad está indefinida. Ya no es 
un niño o niña, pero tampoco es aún 
un adulto independiente”.2

Lo anterior evidencia la “crisis 
existencial” a la cual coloquialmente 
se refiere la sociedad con respec-
to de los adolescentes. Bajo esta 
óptica, con el aporte del Protocolo 
de actuación para quienes impar-
ten justicia en casos que involucren 
niñas, niños y adolescentes y de la 
Defensoría de los Derechos de la 
Infancia, se provee el fundamento 
psicológico y social para afirmar que 
un adolescente es distinto a un adul-
to, por lo cual se requieren medidas 
equitativas y de un trato diferencia-
do para involucrarse, debidamente, 
con el Estado de Derecho actual y la 
correcta impartición de justicia. 

No obstante, antes de profundi-
zar en el tema es necesario seña-
lar las distinciones emocionales, 
cognitivas y morales de las niñas y 
los niños (para contraponerlas a las 
de los adolescentes), sobre lo cual el 
propio protocolo abunda: “Una con-
secuencia del egocentrismo infantil 
es que, en tanto no puede sacar 
conclusiones de manera objetiva 
sin autorreferencia o subjetividad, 
tiende a considerarse culpable o 
responsable de cualquier evento en 
que haya estado implicado. Durante 
la infancia, la intuición (información 
más cercana a los sentidos) y las 
emociones suelen guiar el pensa-
miento más que la lógica. Lo que 
percibe el niño o niña de manera 
directa tiene más peso en su razo-
namiento que la lógica objetiva. Ello 
lo puede llevar a sacar conclusiones 
que resultan incoherentes desde la 
perspectiva adulta, pero que resul-
tan lógicas si se les entiende desde 
su punto de vista”. 
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“Un adulto puede reconocer la 
emoción que siente, evaluar la forma 
de expresarla, prever sus conse-
cuencias, controlarla e impedir que 
le afecte en su comportamiento o 
estado de ánimo. Un niño definitiva-
mente no puede hacer este manejo, 
quedando expuesto por completo a 
lo que las emociones le provocan, 
sin posibilidad de controlarlas. Esto 
es lo que ha llevado a plantear la 
injerencia de las emociones en su 
conducta. El temor, la inhibición o 
desenfado extremos y la ansiedad 
son las emociones más típicas en la 
infancia, frente a las cuales se tienen 
como reacciones más frecuentes la 
inhibición de la conducta (niños ex-
tremadamente tímidos, que no pue-
den hablar, que susurran, etc.) y la 
agitación de la conducta (necesidad 
de moverse como respuesta para 
canalizar la angustia, momentos de 
reacción agresiva). Si el niño o niña 
no posee las herramientas internas 
para afrontar la angustia, quien toma 
la declaración puede tomar medidas 
efectivas para que las situaciones 
que pueden ser estresantes puedan 
manejarse sin causar niveles de 
angustia.”

La información de los recuadros 
delimita los alcances del menor des-
de la perspectiva psicológica y so-
cial para dimensionar qué implica-
ciones tiene lo anterior al momento 
de cometer conductas delictivas o al 
verse involucrados como víctimas o 
testigos en la comisión de un delito. 
Aquí no se sostiene una postura 

respecto de la culpabilidad o el nivel 
de conciencia del sujeto, sino del 
hecho de que se trata de condicio-
nes estructurales diametralmente 
distintas a las de los adolescentes y, 
más aún, a las de los adultos.3

Asimismo, el protocolo abunda 
en lo referente a las niñas y a los 
niños:



“El niño posee características y necesidades particulares, dife-
rentes a las de un adulto, lo que hace necesario que quien tome la 
declaración conozca cuáles son éstas y se adapte a las necesidades 
de éste, con la finalidad de no revictimizarlo y de obtener informa-
ción adecuada para el procedimiento judicial.

”Las habilidades cognitivas y las características emocionales y 
morales son de carácter estructural, es decir, no están sujetas a la 
voluntad de la persona (no son modificables), sino que se encuen-
tran asociadas a su nivel de desarrollo.

”Es importante tener presente que si bien el nivel de desarrollo 
determina las capacidades que un niño puede desplegar, no es lo 
mismo que la edad cronológica. Ésta no necesariamente es coinci-
dente con el nivel de desarrollo, de ahí que no deba ser el criterio 
a partir del cual determinar el posible nivel de desarrollo de una 
persona menor de edad.

”[...]
”El desconocimiento de las características específicas de la 

infancia y adolescencia puede llevar a tomar la declaración bajo su-
puestos que no corresponden con su desarrollo y en consecuencia 
a pedirle que realice acciones o comprenda conceptos que estruc-
turalmente no es capaz de manejar.

”Asimismo, no tomar en cuenta las características específicas de 
la infancia o adolescencia puede llevar a interpretar de manera erró-
nea su conducta o su relato, en la medida en que no se observa ni se 
escucha desde la perspectiva de las conductas adecuadas de niños, 
niñas o adolescentes, sino desde la lógica adulta. Dicho lo anterior, 
pasemos a abordar algunas de las características de la infancia que 
son significativas para su participación en un proceso judicial […]”

Con base en lo anterior podemos señalar que, a diferencia de 
las niñas y los niños, los adolescentes necesitan medir, definir y 
reconstruir sus bases, pero siempre teniendo un punto de retorno, 
que en este caso son los adultos “significativos”, generalmente 
reflejados en la figura de padres o tutores. Esta última precisión 
los coloca en un estado de acentuada vulnerabilidad, más aún si no 
cuentan con un ambiente propicio o con adultos significativos a los 
cuales regresar y en quienes puedan buscar apoyo. 

Otro factor de vulnerabilidad al que se enfrentan los adolescen-
tes (más aún que los niños y los adultos) es la aceptación de sus 
pares, ya que la pertenencia a un grupo de pares es vital en esta 
etapa, y esa aprobación puede tener más peso en la realidad psico-
lógica del adolescente que la de cualquier otra autoridad o figura. 

La última etapa de desarrollo del pensamiento es el estadio de 
“operaciones formales”, que implica que la persona pueda manejar 
conceptos abstractos de manera autónoma a su medio ambiente 
concreto inmediato y considerar de forma simultánea múltiples 
aspectos de un problema, que comprenda las relaciones lógicas sin 
que sea necesaria la experiencia perceptiva concreta y subjetiva, que 
mentalmente pueda ir de lo general a lo particular, y a la inversa, y 
que pueda conceptuar, anticipar y planear posibles transformacio-
nes. Si se accede a esta etapa se alcanza el pensamiento hipotético 
deductivo.4
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Al margen
Aunque el perdón que ofreció el presidente de la 
República se vio como una promesa, como un 
compromiso, en los distintos sectores del país el 
reclamo es el mismo: que dé una muestra de su 
sinceridad. Y ésta —¿hay que decirlo?— implica que 
quien encabece la Fiscalía Anticorrupción no vaya 
a ser producto de una cuota partidista. Se espera a 
un abogado o abogada que se haya caracterizado 
por su honestidad y su ecuanimidad. Se espera, 
asimismo, que pronto —muy pronto— los mexicanos 
veamos a algunos corruptos tras las rejas. Esto, 
dicen los analistas, permitirá al abogado mexiquense 
“salvar su sexenio”.

A propósito de la corrupción en los estados ha-
bría que examinar, con lupa, los acuerdos que se 
firmaron en 2008 para dar al sindicato de maestros el 
control de la educación en Oaxaca. Fueron acuer-
dos que se establecieron al margen de la ley y de la 
Constitución. Quienes los propiciaron están obliga-
dos a rendir cuentas. La Coordinadora Nacional de 
Trabajadores de la Educación (CNTE) es correspon-
sable del descomunal atraso educativo en la región, 
sin duda, pero también aquellos gobernadores que la 
dejaron crecer.

De acuerdo con Jan Jarab, representante en Méxi-
co en la Oficina del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, las acciones 
gubernamentales que ha realizado nuestro país para 
enfrentar las desapariciones forzadas no sólo han sido 
escasas sino que han fracasado. Sin admitir o negar 
su posición hay que reconocer que mientras tantas 
instancias están involucradas en el mismo asunto —la 
Secretaría de Gobernación, la Secretaría de la Defen-
sa Nacional y la Procuraduría General de la República 
(PGR)— será difícil conseguir buenos éxitos. El tema 
de la búsqueda debiera ser exclusivo de la Policía Fe-
deral. Ya, después, según lo que vaya ofreciéndose, 
será de la PGR —las consignaciones ante tribuna-
les—, de la Defensa Nacional y hasta de la Secretaría 
de Salud. Urge un rediseño institucional.
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Teóricamente, los adolescentes 
se encuentran próximos al pensa-
miento abstracto (hipotético-de-
ductivo); empero, diversos estudios 
señalan que la adquisición de este 
tipo de pensamiento en promedio 
ocurre alrededor de los 23 años de 
edad, por lo que en situaciones de 
angustia o victimización son sus-
ceptibles de verse dominados por 
impulsos emotivos antes que por 
pensamientos racionales. La adoles-
cencia entonces va de la mano de 
la irrupción de emociones, en tanto 
se atraviesa una etapa de desarrollo 

físico de fuertes cambios hormona-
les, proclive a la labilidad emocional, 
a dificultades para lograr el auto-
control, a problemas para planear 
objetivamente, etcétera.5

El principio de supremacía 
constitucional abona al sustento y 
la justificación del Sistema Integral 
de Justicia para Adolescentes, ya 
que nuestra máxima norma señala, 
en su artículo 18, párrafo cuarto: “La 
Federación y las entidades federa-
tivas establecerán, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, un 
sistema integral de justicia para los 

adolescentes, que será aplicable a 
quienes se atribuya la comisión o 
participación en un hecho que la ley 
señale como delito y tengan entre 
doce años cumplidos y menos de 
dieciocho años de edad. Este siste-
ma garantizará los derechos huma-
nos que reconoce la Constitución 
para toda persona, así como aquellos 
derechos específicos que por su 
condición de personas en desarro-
llo les han sido reconocidos a los 
adolescentes. Las personas menores 
de doce años a quienes se atribuya 
que han cometido o participado en un 
hecho que la ley señale como delito, 
sólo podrán ser sujetos de asistencia 
social”. (Párrafo reformado, Diario 
Oficial de la Federación, 2 de julio de 
2015.)

La Constitución distingue la 
condición especial que se da y se 
reconoce a los adolescentes. Nótese 
cómo el párrafo transcrito trata el 
rango de edad específico de 12 a 18 
años de edad, lo que por definición 
legal y bajo nuevos esquemas con-
ceptuales y de la doctrina se entien-
de por “adolescentes”, sin referirse 
a dicho grupo como “menores de 
edad” o simplemente “menores”, ya 
que precisamente este texto atiende 
lo propio del Sistema de Justicia de 
Adolescentes. 

En otro orden de ideas, es de vital 
importancia mencionar la confluen-
cia de las reformas legales en el 
punto en que coinciden la inclusión 
y el funcionamiento del sistema 
acusatorio y la nueva Ley Nacional 
del Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes, el primero como 
sistema y la segunda como ordena-
miento.

Por ejemplo, un punto de encuen-
tro entre ambos sería el principio 
rector del juicio oral de publicidad, 
el cual consiste en que, por regla ge-
neral, las audiencias deben públicas, 
es decir, abiertas a la presencia de 
espectadores (sociedad en general) 

SI BIEN LOS ADOLESCEN-
TES DEBEN SER CONSCIEN-

TES DEL DAÑO QUE HAN 
OCASIONADO, ASÍ COMO

ESTAR OBLIGADOS A
REPARAR DICHO DAÑO

A LA VÍCTIMA, Y RESPONDER 
POR LA COMISIÓN DE

UN DELITO, TAMBIÉN SON
OBJETO DE UN TRATO

ESPECIAL Y DIFERENCIADO 
POR SER SU SITUACIÓN

EMOCIONAL Y COGNITIVA
DISTINTA A LA DE LOS

ADULTOS.



e incluso medios de comunicación, siempre y cuando, claro, no se 
trate de un caso de excepción, como es el caso de adolescentes.6 
La justificación de lo anterior es la misma que sustenta la creación 
del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes, por lo cual 
hallamos un primer punto de encuentro (por así decirlo) entre el 
nuevo sistema de justicia y la Ley Nacional del Sistema Integral de 
Justicia Penal para Adolescentes.7

El nuevo sistema y la nueva ley encuentran un abordaje intere-
sante en la obra de Ruth Villanueva Castilleja, Los menores de edad 
que infringen la ley penal ante el nuevo sistema de justicia penal acu-
satorio,8 la cual señala que el Constituyente había concluido (31 de 
marzo del 2005) que el menor de edad era una persona inimputable. 
Y en virtud de ser la inimputabilidad un presupuesto de la culpabi-
lidad, ésta no se daba, por lo cual faltaba un elemento del delito, a 
lo que la Suprema Corte de Justicia de la Nación respondió con la 
jurisprudencia 76/2008: “sistema integral de justicia para adolescentes. 
alcance de la garantía del debido proceso, conforme al artículo 18 de la 
constitución política de los estados unidos mexicanos”.

La remisión a las leyes penales en cuestión adjetiva y sustanti-
va existe, aunque lo anterior no debe confundirse con un sistema 
penal; si acaso, con la calidad de “intervención mínima” que se ha-
bía señalado antes. Por otro lado, la obra antes citada señala que la 
reforma penal de 2008 necesariamente impacta al menor de edad 
que infringe la ley penal, tal como se conceptualiza en la Conven-
ción de los Derechos del Niño.

Posteriormente, la obra abunda en la intersección de la materia 
especial de justicia para adolescentes y el sistema penal acusa-
torio en temas como la creación de jueces de control, arraigo, 
requisitos para orden de aprehensión, mecanismos alternativos 
de solución de controversias y variaciones en la aplicación de los 
regímenes de excepción en tratándose de delitos de delincuencia 
organizada para menores, entre otros. 	

Otro subtema relevante es el de los mayores de edad que se 
encuentran en el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes. La 
Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescen-
tes incluye el concepto de “persona adulta joven”, la cual se define 
como “persona mayor de dieciocho años sujeta al sistema”.9

Este concepto, acotado con mucha precisión, establece un 
criterio que va de la mano del principio pro homine, en el sentido 
de que favorece a la persona, al proporcionarle en estos casos un 
trato diferenciado como adolescente, pues en sentido estricto y 
temporal no es un adolescente, sino un mayor de edad juzgado por 
actos pasados o que en el curso del procedimiento se convierte en 
mayor de edad.

Sobre el principio señalado y la aplicación y la observancia de 
los derechos humanos de la persona adolescente, la exposición de 
motivos de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes señala “que dicho corpus juris se sustenta en 
la interdependencia de los distintos sistemas internacionales de 
protección a los derechos humanos aplicables en materia de la ni-
ñez y su concreción en distintos instrumentos como la Convención 

Al margen
Independientemente de culpas e irresponsabilidades, 
los bloqueos que ha hecho la CNTE para preservar 
sus privilegios —la venta de plazas a perpetuidad, a 
100,000 o 200,000 pesos, por citar uno de ellos— han 
sido catastróficos. Los habitantes de Chiapas y Oaxaca 
han sido los más afectados: no sólo los comerciantes 
que han visto desplomarse sus ventas, sino quienes, 
dados los bloqueos, no han podido recibir las ayudas 
del gobierno federal. Echar mano de puentes aéreos, 
con aviones de la Defensa Nacional, nos da una idea 
de la magnitud del problema. Es urgente poner un hasta 
aquí a la CNTE, por alto que resulte el precio a pagar. 
Y el problema no es jurídico, como opinan algunos. La 
actuación de la autoridad, eso sí, deberá estar apegada 
a Derecho. Las nuevas generaciones lo agradecerán.

Hablando de la CNTE, el inefable Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales (INAI) acaba de ordenar que 
se hagan públicas las calificaciones de los maestros 
que se sometieron a la evaluación de la Secretaría de 
Educación Pública. Nuestros comisionados deberían 
tomar un curso de Derecho elemental: el artículo 6° de 
la Constitución es clarísimo cuando establece que “la 
información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales será protegida en los términos y con las 
excepciones que fijen las leyes”. Y la Ley General del 
Servicio Profesional Docente no es menos clara cuando 
precisa, en su artículo 79: “Los resultados y recomen-
daciones individuales que deriven de los procesos de 
evaluación serán considerados datos personales”. Al 
saltarse la ley, los comisionados complacen a un puña-
do de activistas irresponsables. Pero el precio es alto: 
echan leña al fuego al conflicto magisterial y se mofan 
del Estado de Derecho.

Un abogado que no se siente completamente satisfecho 
con su labor exitosa como litigante es Alberto Mansur, 
quien acaba de publicar Lo que mata no es la bala, 
una novela en la que un triángulo amoroso deviene en 
grupos criminales, intrigas en la prensa, matanzas y 
corrupción. 
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Americana, la Declaración Americana, 
la Convención sobre los Derechos del 
Niño, las denominadas Reglas de Bei-
jing, de Riad, de Tokio, de La Habana, 
y las Directrices de Ria, entre otras…”

Sería imposible abordar en este 
espacio todos los cambios implicados 
en la emisión de la referida ley y en el 
funcionamiento del sistema acusato-
rio, por lo que a continuación sólo se 
enuncian algunos de los puntos más 
relevantes:

1. Desaparece la “obligación 
solidaria” imputada a los padres de 
familia en las sentencias, cambiando 
ese paradigma, para que de ahora 
en adelante el responsable directo 
sea el adolescente, a través de su 
patrimonio o su trabajo; lo anterior 
con el fin de hacerlo consciente de su 
conducta e inculcarle una cultura de 
reparación del daño. 

2. Se reafirman y se toman me-
didas para procurar la “especializa-
ción” de instituciones, autoridades e 
instancias que imparten justicia para 
adolescentes, especialmente en el 
tema de los fines y los alcances del 
Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes.

3. Se incluye el concepto plan 
de actividades, que comprende la 
organización de tiempos y espacios 
en que cada adolescente realiza-
rá actividades de diferente índole 
(educativas, culturales, deportivas, 
etcétera), según la medida cautelar 
de internamiento preventivo. 

4. La población de adolescentes se 
divide en tres grupos etarios según 
su edad: 12 a 14, 14 a 16 y 16 a 18. 

5. Se crea un Servicio Profesional 
de Carrera en la materia de justicia 
especializada para adolescentes, que 

deberá establecer (según las leyes 
aplicables) los criterios de ingreso, 
promoción y permanencia de sus 
funcionarios y operadores. 

6. Se involucra a los padres de fa-
milia en el cumplimiento de las dife-
rentes medidas de sanción, al grado 
de hacer obligatoria su participación 
por parte de las autoridades admi-
nistrativas correspondientes de las 
entidades federativas (artículo 185).

Asimismo, en la Ley Nacional del 
Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes existen 15 mencio-
nes expresas al sistema acusatorio 
(11 en la exposición de motivos y cua-
tro en la ley). Las más importantes 
son las siguientes:

1. ”La Constitución general es-
tablece que el proceso de justicia 
para adolescentes será acusatorio 
y oral, y se faculta al Congreso para 

Foto: Inmagine



En pocas instituciones es tan fácil marearse como en 
el INAI. Como las resoluciones del instituto dicen: “se 
ordena” a la Secretaría de Hacienda, a la Secretaría 
de la Defensa o a la Presidencia de la República que 
informen tal cosa o tal otra, los comisionados suelen 
perder el piso. Su última pifia fue exigir a la Suprema 
Corte que los jueces federales no pudieran intervenir 
en sus resoluciones… Ni tarda ni perezosa, la Suprema 
Corte les leyó la cartilla y los puso en su lugar.

Curioso que un intelectual tan crítico como Alejandro 
Madrazo Lajous, quien hoy día dirige el CIDE en Aguas-
calientes y ha impulsado lo mismo la legalización de las 
drogas que la impugnación de algunos abogados que 
aspiran a llegar a la Suprema Corte, haya elegido, como 
tema de su primer libro, un asunto tan endiabladamente 
árido como los fundamentos teológicos de la dogmática 
jurídica. Pero, bueno, el libro lo publicó el Fondo de 
Cultura Económica y ha comenzado a circular. Habrá 
que leerlo.

Quien está escuchando el canto de las sirenas es Raúl 
González Pérez, presidente de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos. Ante la exigencia de la 
sociedad civil de que el próximo fiscal general de la 
República sea una persona sin vínculos con partidos 
políticos o gobierno, no han faltado quienes han some-
tido a la consideración del ombudsman que no eche 
en saco roto la posibilidad de convertirse en fiscal 
general. Tiene más méritos, dicen sus promotores, que 
Humberto Castillejos y otros aspirantes. Pese a ello, 
todo indica que Arely Gómez permanecerá en el cargo 
hasta el final del sexenio, pues ha llevado el timón de la 
institución con pericia. ¿Para qué hacer cambios donde 
no se necesitan?

A propósito de lo anterior hay quienes afirman que el ar-
tículo 102 de la Constitución se volverá a reformar para 
devolver a la PGR su dependencia del Ejecutivo. Es 
una insensatez, opinan, querer una fiscalía autónoma 
en un régimen presidencial. Lo que podría funcionar en 
uno parlamentario aquí sería inoperante. ¿Cómo va a 
dejarse al Estado sin el ius puniendi, que es su razón de 
ser? El desastre que tuvo Chiapas con su fiscal dizque 
autónomo debiera servir de ejemplo a la Federación.

expedir la legislación única en materia procedimental penal de 
mecanismos alternativos de solución de controversias, de ejecu-
ción de penas y de justicia penal para adolescentes que regirán en 
la República en el orden federal y en el fuero común”. 

2. ”Las formas alternativas de justicia deberán observarse en 
la aplicación de este sistema, siempre que resulte procedente. El 
proceso en materia de justicia para adolescentes será acusatorio 
y oral, en el que se observará la garantía del debido proceso legal, 
así como la independencia de las autoridades que efectúen la 
remisión y las que impongan las medidas”. 

3. “Asimismo que, en armonía con la reforma constitucional del 
sistema judicial, se establece que la garantía procesal sea de dos 
tipos: acusatorio y oral, sin menoscabo del debido proceso”.

4. “Artículo 22. Principios generales del procedimiento. El sis-
tema estará basado en un proceso acusatorio y oral en el que se 
observarán los principios de publicidad, contradicción, concentra-
ción, continuidad e inmediación con las adecuaciones y excepcio-
nes propias del sistema especializado…”

5. “Artículo primero. Vigencia (transitorios). Para los efectos se-
ñalados en el párrafo tercero del artículo segundo transitorio del 
decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, se 
declara que la presente legislación incorpora el Sistema Procesal 
Penal Acusatorio y entrará en vigor el 18 de junio de 2016…”

El sistema penal acusatorio se incorpora a la Ley Nacional de 
Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes y a su entra-
da en vigor, lo que implica un “doble” reto para quienes forman 
parte de la materia especializada.   

Las reformas representan, sin duda, un reto para el sistema 
en la impartición de justicia para adolescentes, así como para sus 
operadores, quienes tendrán que adaptarse al nuevo paradigma 
de justicia. 

* Director jurídico del Instituto de Tratamiento y de Aplicación de Medidas para Adoles-
centes del Estado de Sonora (ITAMA).
1 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Protocolo de actuación para quienes imparten 
justicia en casos que involucren niñas, niños y adolescentes, 2ª ed., México, 2014. 
2 Idem.
3 Idem.
4 Idem.
5 Idem.
6 Por otro lado, en la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes 
por regla general las audiencias se realizarán a puerta cerrada, salvo en el caso de excep-
ción establecido, en el que podrá ser pública. Tenemos entonces un fenómeno que podría 
denominarse o referirse como “excepción de la excepción”.
7 “Todas las audiencias que se celebren en el procedimiento para adolescentes se realiza-
rán a puerta cerrada, salvo que la persona adolescente solicite al órgano jurisdiccional que 
sean públicas, previa consulta con su defensor. El órgano jurisdiccional debe asegurarse 
de que el consentimiento otorgado por la persona adolescente, respecto a la publicidad de 
las audiencias, sea informado”.
8 Ruth Villanueva Castilleja, Los menores de edad que infringen la ley penal ante el nuevo 
sistema de justicia penal acusatorio, Instituto de Investigaciones Jurídicas-unam, México, 
2013. 
9 Artículo 3, fracción xviii, de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes.
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